
Víctimas  
 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 

Artículo 16. C.P.E.U.M. (…) 

Párrafo 14: 

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolverán, en forma inmediata, y por 
cualquier medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de 
investigación de la autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los 
indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fehaciente de todas las 
comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y demás autoridades competentes. 

 

Artículo 19. C.P.E.U.M. (…) 

Párrafo 2: 

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como 
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de 
un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de delincuencia 
organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la 
seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

 

Artículo 20. C.P.E.U.M. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

V. Será juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo podrá 
restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de 
seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y 
menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente protegidos, 
o cuando el tribunal estime que existen razones fundadas para justificarlo.  

En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación 
podrán tener valor probatorio, cuando no puedan ser reproducidas en juicio o exista 
riesgo para testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del inculpado 
de objetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en contra; 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 



II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o 
elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el 
proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el 
juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley. 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio 
Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la 
víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver 
al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. 

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de 
reparación del daño; 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: 
cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, trata de 
personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea 
necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la 
defensa. Párrafo reformado DOF 14-07-2011  

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos 
y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán 
vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la 
investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, 
desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté 
satisfecha la reparación del daño. 

 

-LEY DE VÍCTIMAS DEL ESTADO DE MÉXICO- 

CAPÍTULO III DE LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS Y OFENDIDOS DEL DELITO 

Artículo 12. Las víctimas y ofendidos tienen, conforme a la Ley y sin perjuicio de lo dispuesto en 
otros ordenamientos jurídicos, de manera enunciativa, los derechos siguientes: 

VI. Tratándose de delitos vinculados a la violencia de género y en los casos en que las víctimas u 
ofendidos del delito sean niñas, niños o adolescentes, que la Procuraduría de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes, el Ministerio Público o la autoridad judicial, según corresponda, dictarán de 
oficio y de manera inmediata las medidas de protección necesarias para salvaguardar su seguridad 
e integridad física y psicológica, de acuerdo a su edad, grado de madurez, desarrollo o necesidades 
particulares así como las providencias necesarias para su debido cumplimiento y ejecución. 

VII. Que se resguarde su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean 
niñas, niños o adolescentes, cuando se trate de delitos de violación, secuestro, delincuencia 
organizada, trata de personas y cuando a juicio de la autoridad, sea necesario para proteger su vida 
e integridad física.  



VIII. Solicitar directamente o a través de los asesores jurídicos o abogados particulares, en su caso 
al Ministerio Público o al Juez de Control, las medidas cautelares, de protección y providencias 
precautorias para proteger su vida, integridad física y psicológica, bienes, posesiones o derechos, 
salvaguardando, en todo caso, los derechos de defensa. 

IX. Recibir gratuitamente la asistencia de un intérprete o traductor de su lengua, en caso de que no 
hable el idioma español, o tenga discapacidad auditiva, verbal o visual en cualquier etapa del 
proceso. 

X. Permanecer en un lugar donde no pueda ser visto por el imputado, cuando durante el proceso 
tuviere que participar en la diligencia de identificación del mismo o en alguna otra diligencia. 

XII. Solicitar el traslado de la autoridad al lugar en donde la víctima u ofendido se encuentre, para 
que rinda su entrevista, sea interrogado o participe en el acto para el cual fue citado, cuando por su 
edad, enfermedad grave o por alguna otra imposibilidad física o psicológica se dificulte su 
comparecencia, a cuyo fin deberá requerir la dispensa, con anticipación. 

XXVI. A que les sea compensado en forma expedita y justa. En los casos en que la autoridad judicial 
dicte sentencia condenatoria no podrá absolver al responsable de las reparaciones, incluido el pago 
de la compensación. Si la víctima, su abogado particular o su defensor especializado no la solicitaran, 
el Ministerio Público está obligado a hacerlo. 

XXVIII. En los casos que impliquen violaciones a los derechos humanos que haya sido determinada 
por un órgano facultado, solicitar la intervención de expertos independientes, a fin de que asesore 
a las autoridades competentes sobre la investigación de los hechos y la realización de peritajes. 

XXXI. Solicitar el apoyo o rembolso de los gastos de transporte, alojamiento o alimentación que le 
ocasione trasladarse al lugar del juicio, si la víctima u ofendido reside en municipio distinto al del 
enjuiciamiento. 

XXXII. A que se considere su discapacidad temporal o permanente, física o mental, así como su 
condición de niña, niño y adolescente o adulto mayor. Así mismo, a que se respete un enfoque 
transversal de género y las diferencias culturales, religiosas, de credo, étnicas, entre otras 
igualmente relevantes. Cuando sea necesario, la autoridad proporcionará intérpretes y traductores. 

XXXV. Optar por la solución de conflictos conforme a las reglas de la justicia alternativa, a través de 
instituciones como la conciliación, la mediación y la justicia restaurativa, a fin de facilitar la 
reparación del daño y la reconciliación de las partes y la garantía de no repetición. 

XXXVI. Impugnar las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las 
resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del 
procedimiento.  

XXXVII. A la conciliación o mediación. 

XLI. A saber si figura en los archivos estatales y, en ese caso, después de ejercer su derecho de 
consulta. Para casos de personas fallecidas, este derecho podrá ser ejercido por sus familiares. 

XLIII. A que durante el procedimiento penal no sea objeto de conductas consideradas delictivas o 
que vulneren su integridad o derechos.  



XLIV. Ejercer su derecho de consulta para verificar si se encuentran registrados sus datos en los 
archivos estatales. Para casos de personas fallecidas, este derecho podrá ser ejercido por sus 
familiares. 

Artículo 71. Una vez recibida la denuncia, queja o noticia de hechos deberán ponerla en 
conocimiento de la autoridad más inmediata en un término que no excederá de veinticuatro horas.  

Toda autoridad que tenga contacto con la víctima u ofendido, está obligada a recibir su declaración, 
la cual consistirá en una narración de los hechos con los detalles y elementos de prueba que se 
ofrezcan, la cual se hará constar en el formato único de declaración. 

Cuando las autoridades no se encuentren accesibles, disponibles o se nieguen a recibir la 
declaración, la víctima u ofendido podrá acudir ante cualquier otra autoridad local o municipal para 
realizar su declaración, las cuales tendrán la obligación de recibirla.  

Cuando un servidor público, en especial los que tienen la obligación de tomar la denuncia de la 
víctima sin ser autoridad ministerial o judicial, tenga conocimiento de un hecho de violación a los 
derechos humanos, como tortura, detención arbitraria, desaparición forzada, ejecución arbitraria, 
violencia sexual, deberá denunciarlo de inmediato al Ministerio Público que corresponda.  

Artículo 72. Cualquier autoridad, así como los particulares que tengan conocimiento de un delito o 
violación a derechos humanos, tendrá la obligación de informar el nombre de la víctima aportando 
los elementos que tenga a la Comisión Ejecutiva, quien tendrá la obligación de recabar la 
información faltante a través del Comité Multidisciplinario Evaluador. 

Artículo 73. El reconocimiento de la calidad de víctima u ofendido, para efectos de esta Ley, se 
realizará por las determinaciones de cualquiera de las siguientes autoridades:  

I. El juzgador penal, mediante sentencia ejecutoriada.  

II. El juzgador en materia de amparo, civil o familiar que tenga los elementos para acreditar que el 
sujeto es víctima u ofendido. 

Artículo 74. El reconocimiento de la calidad de víctima u ofendido, tendrá como efecto: 

III. En el caso de lesiones graves, delitos contra la libertad psicosexual, violencia familiar, trata de 
personas, secuestro, privación de la libertad y todos aquellos que impidan a la víctima u ofendido, 
atender adecuadamente la defensa de sus derechos, que el juzgador o la autoridad responsable 
del procedimiento, de inmediato suspendan todos los juicios y procedimientos administrativos y 
detengan los plazos de prescripción y caducidad en que esta se vea involucrada, y todos los efectos 
que de estos se deriven, en tanto su condición física y/o mental no sea superada. 


